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Acuerdo número 04/2004 

Determina lineamientos a los Agentes del Ministerio Público, para la protección de la reserva a la fuente de información de periodistas que deban ser interrogados en la averiguación previa.

ÓSCAR FIDEL GONZÁLEZ MENDÍVIL, Procurador General de Justicia del Estado Libre y Soberano de Sinaloa, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 76 de la Constitución Política del Estado de Sinaloa; 11 y 13 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Sinaloa; 2, 8, 13 y 16 del Reglamento Orgánico de la Administración Pública Local; 1, 2, 3, 4, 6, 7, 9, 14, 17, 20, 21 y 24 fracciones I, II, VII, IX y XIV de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Estado de Sinaloa; y, 

C O N S I D E R A N D O

Que el derecho a la información consagrado en el articulo 6to. Constitucional in fine, debe ser garantizado por el Estado con la comprensión de las diversas y variadas situaciones y condiciones al respecto, las cuales se expresan en el núcleo básico del mejoramiento de la conciencia ciudadana, el progreso de nuestra sociedad y su íntima vinculación con el respeto a la verdad.

Que el derecho a la información como toda garantía individual no es absoluto, sino sujeto a limitaciones o excepciones que lo regulan y lo garantizan, en base a la protección de la seguridad nacional y el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, aquellas limitaciones tienen una importante vertiente que ha originado la figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como reserva de información o secreto burocrático.

Que del respeto y vocación por el interés social superior en las entidades públicas dan cuenta las normas que protegen esenciales atribuciones de las propias entidades preceptuadas en razón del mismo y, con mayor vehemencia todas aquellas que preconizan y efectivan la protección del derecho a la vida  y a la privacidad de los gobernados.

Que así la vocación liberal democrática de nuestro país, congruentemente lo alinea con el pensamiento universal que afirma el derecho a la información como garantía humana, que como tal se patentiza en nuestra Carta Magna y las convenciones internacionales que en su concordancia han sido celebradas, asumiendo los contenidos atingentes de los consensos internacionales en la materia, particular y enfáticamente la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas. Aspecto en donde con gran impacto repercute y se sustenta la actividad esencial de los medios de comunicación y su concreción realizada por personas de la sociedad revistiendo la calidad de periodistas o comunicadores sociales. 

Que en tal significación como apartado infaltable en un Estado social y Democrático de Derecho como el nuestro, su concreción y garantía debe cumplirse a plenitud con disposiciones y mecanismos al efecto, que la hagan efectiva y eficaz realidad cotidiana. 

Que en la Procuración de Justicia, lo apuntado se asume inexcusablemente respecto a la actuación del Ministerio Público, quien durante la averiguación previa tiene tanto facultad para requerir como el deber de obtener información de cualesquiera personas que conozcan acerca de los hechos; de lo cual en ningún modo se excluye a las que ejerzan el periodismo o la comunicación social, pero que con sustento en el fundamental y primario derecho a la información, tienen por dicha calidad, el derecho a reservar o a hacer conocer sus fuentes de información, apuntes y archivos personales y profesionales. 

Que el contexto antecitado al darse en la realidad, plantea entre la autoridad y los periodistas o comunicadores sociales una muy especial relación, donde es condición inexcusable de interés social, su desenvolvimiento equilibrado y útil, para evitar por un lado, que se configuren impedimentos o formas inhibidoras de tan esencial función de comunicación social, como que tampoco, se haga fraude a la ley, se soslayen los principios de una justicia expedita, pronta, completa e imparcial y se vulnere el respeto a los derechos humanos de protección social.

Que privilegiando una línea proactiva e innovadora en el respeto y garantía del disfrute al derecho a la información por los periodistas y comunicadores sociales, tanto en cuanto a su derecho a la reserva de sus fuentes de información y ésta misma, a revelarlas o proporcionar la información y, paralelamente a la eficaz protección de sus personas cuando sea su decisión revelar aquellas fuentes o proporcionar la información que se les requiere, como de extender el ámbito de protección a quienes por cualquier circunstancia tienen íntima vinculación con ellos, es decisión que por este Acuerdo se plasma, el fijamiento de lineamientos de actuación para los Agentes del Ministerio Público, que objetiven en la práctica ministerial las finalidades apuntadas. 

Que los lineamientos indicados, tendrán con esto, un apuntamiento formal y formal definitorio de su observancia inexcusable dentro de la vida institucional de la Dependencia por todos los servidores públicos, siempre que sucedan los supuestos que los originan. Máxime que receptúan la opinión y sugerencias manifiesta de los titulares de algunos de sus organismos en los que se agrupan periodistas y comunicadores sociales, y que se orientan a su vez por las tendencias conocidas y surgidas en el contexto nacional y de otras latitudes. Trascendente cuestión que augura la adecuación de los lineamientos, sin que ello no impida el advertimiento de su enriquecimiento y mejora en todo momento, para el alcance del interés mayúsculo que es pretensión alcancen.

Que confluye en lo inmediatamente precedente, la disposición expresa para que conforme a sus atribuciones legales, la Dirección de Planeación, Desarrollo y Atención Ciudadana por conducto del Departamento de Atención a Víctimas y demás instancias competentes dentro de su estructura, disponga, opere, asegure en su caso y dé supervisión y seguimiento inmediato en cualesquiera; al atinente Programa de Protección a Periodistas o Comunicadores Sociales que en su calidad de tales, sean víctimas u ofendidos de delitos. En lo cual privilegiando la inmediatez y asegurando la efectividad de las medidas de protección que la naturaleza del caso exija, mantendrá una constante y permanente intervención y supervisión, por sí y en base a la coordinación interinstitucional con los demás servidores públicos a quienes por ley y la normatividad aplicable, les resultan responsabilidades en el supuesto referido. 

Que fortaleciendo el interés de inmediata prelación, se cuenta con la disposición de la Comisión Estatal de Derechos Humanos para sin despego de sus facultades constitucionales y legales, en tratándose de la protección a periodistas y comunicadores sociales en el supuesto de ser víctimas u ofendidos de delitos, dispondrá un mecanismo de supervisión en los casos llegados al Ministerio Público, que con inmediatez y efectividad optimice aquella en tanto que en la vida real obtengan la protección y garantía de sus vidas e integridad corporal. Aspecto que para las instancias correspondientes de la Procuraduría General de Justicia del Estado se significa como lineamiento ineludible y de primigenia observancia, en cuanto a asumir por cuanto no exista impedimento legal, los señalamientos, sugerencias, opiniones, proposiciones o demás, en que para cada caso se materialice la intervención del honorable Organismo de Defensa de los Derechos Humanos en el Estado.  

Por lo que conformándose garantías de aseguramiento eficaz, sin duda éstas serán un sano impulso que propicie y ensanche la colaboración informativa de periodistas y comunicadores sociales con el Ministerio Público, en tanto y por cuanto atingentemente se supriman los riesgos y posibilidad de represalias a sus personas, por revelar sus fuentes o proporcionar la información a la sociedad y la autoridad en su caso, así como para evitar cualesquier situación que proveniente del ámbito ministerial pudiera configurar presión para obligar a revelar sus fuentes informativas, inhibirles o impedirles su ejercicio de comunicación al público.  

Que en mérito de las razones expuestas, he tenido a bien emitir el siguiente:  

A C U E R D O

PRIMERO.- El presente Acuerdo establece reglas de actuación y comportamiento para los Agentes del Ministerio Público del Estado, en cuanto se trate en la averiguación previa de la participación requerida a periodistas o comunicadores sociales, precisa y exclusivamente en su calidad de tales, para que proporcionen información obtenida en el ejercicio de su actividad profesional según se indica. Todas los lineamientos de acuerdo fijados a continuación son aplicables para el supuesto de previo apuntamiento.

SEGUNDO.- Los Agentes del Ministerio Público en las averiguaciones previas donde sea deber legal obtener información de personas en su calidad de periodistas o comunicadores sociales y respecto de la que éstos últimos conozcan, posean  y hubieren obtenido en el ejercicio de dicha actividad, regirán su actuación ministerial en el marco irrestricto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Sinaloa y las leyes que de ella emanan, y las especificas reglas que seguidamente se establecen.

TERCERO.- Los Agentes del Ministerio Público para determinar la citación de periodistas u otros comunicadores, sin defecto de aquello que por las características del caso particular sea legalmente procedente observarán cuando menos los aspectos que siguen:

I.- Que del expediente de averiguación previa, razonablemente aparezca que el periodista o comunicador conozca, posea o haya obtenido información que pueda tener importancia para el esclarecimiento de los hechos y por ende, determinar o no la existencia del delito y la probable responsabilidad penal del indiciado; así como que por exigencia legal se requiera para perfeccionar la averiguación previa;

II.- Que la información del periodista o comunicador no pueda obtenerse por otro medio; 

III.- Que la intervención del periodista o comunicador no anule la efectividad de su actividad como tal, ni le produzca riesgo o daño en su vida e integridad física o la de otros periodistas o comunicadores; y

IV.- Tomar las precauciones y medidas mayormente adecuadas y convenientes para que no se difunda y conozca públicamente la identidad del periodista o comunicador social requerido para proporcionar información, y por ende, abstenerse de hacerla pública de cualquier modo.

CUARTO- Los Agentes del Ministerio Público en la actuación para recepcionar en la averiguación previa, las declaraciones o interrogatorios de periodistas o comunicadores sociales, en lo conducente y sin defecto de las formalidades legales observará lo que sigue:

I.- No podrá obligarlos a revelar sus fuentes de información, apuntes y archivos personales y profesionales; dejando específica constancia de la manifestación del periodista o comunicador de su reserva al efecto;

II.-Cuando el periodista o comunicar manifieste voluntariamente sus fuentes de información, tal se asentará específicamente en el acta y el Agente del Ministerio Público recibirá la información del caso;

IV.- El periodista o comunicador para el caso del vertimiento de su información ante el Agente del Ministerio Público lo hará en ejercicio y con respeto de los derechos que establece la ley para quienes como testigos declaran ante el Ministerio Público; y

V.- En toda diligencia ante el Agente del Ministerio Público en donde comparezca un periodista o comunicador social  en tal calidad, aquel previamente le hará saber que puede estar asesorado por persona de su confianza.

QUINTO.- El Agente del Ministerio Público al respecto de seguridad personal de quien precisamente en su calidad de periodistas o comunicadores sociales, y al efecto de obtener información de ellos, haga comparecer en la averiguación previa, dispondrá descriptivamente conforme a la Ley de Protección a Víctimas de Delitos del Estado de Sinaloa y las particularidades del caso, lo siguiente:

I.- La inmediata y correspondiente asignación de Agentes de Policía Ministerial para la custodia personal y cualesquiera otro mecanismo separado o conjunto de aseguramiento, que concreten la integral protección personal del periodista o comunicador social involucrado; aún sin obrar solicitud de estos; en concordancia con las medidas, apoyos y servicios contempladas en la Ley de Protección a Víctimas de delitos del Estado de Sinaloa;

II.-La debida conservación y permanencia de las medidas de protección por el tiempo conveniente y suficiente para su eficaz solución, a más de su adecuada extensión protectora para familiares inmediatos del periodista o comunicador social, según resulte de las circunstancias del caso;

III.- La inmediata y efectiva puesta a su disposición de personal institucional, que pueda otorgarle asesoría legal gratuita; y 

IV.-Los demás apoyos y servicios que el caso amerite con fundamento en la invocada Ley de Protección a Víctimas de Delitos del Estado.

SEXTO.- Todo citatorio del Ministerio Público para un periodista o comunicador social deberá precisar la calidad con la que se le realiza, y estará debidamente fundamentado y motivado en la ley y prevenciones que se desprenden de éste Acuerdo.

SEPTIMO.- El servidor público que cumpla con la entrega de citatorio a un periodista o comunicador, observará lo siguiente:

I.- Identificarse legalmente y únicamente entregar el citatorio con ajustamiento a la ley; y 

II.- El servidor público que realice la citación no deberá interrogar al periodista o comunicador respecto del motivo que la originó.

OCTAVO.- Los elementos de la Policía Ministerial del Estado que lleven a cabo una investigación en su calidad de auxiliares directos del Ministerio Público y en la que surja la necesidad de entrevistarse con algún periodista o comunicador para verificar alguna línea de investigación, deberá actuar teniendo en cuenta los criterios establecidos en el punto segundo del presente Acuerdo.

NOVENO.- La Dirección de Planeación, Desarrollo y Atención Ciudadana por conducto del Departamento de Atención a Víctimas y demás instancias competentes dentro de su estructura, disponga, opere, asegure en su caso y dé supervisión y seguimiento inmediato en cualesquiera; al atinente Programa de Protección a Periodistas o Comunicadores Sociales que en su calidad de tales, sean víctimas u ofendidos de delitos. En lo cual privilegiando la inmediatez y asegurando la efectividad de las medidas de protección que la naturaleza del caso exija, mantendrá una constante y permanente intervención y supervisión, por sí y en base a la coordinación interinstitucional con los demás servidores públicos a quienes por ley y la normatividad aplicable, les resultan responsabilidades en el supuesto referido. 

DECIMO.- La infracción de este Acuerdo por parte de los Agentes del Ministerio Público, los de Policía Ministerial del Estado o servidores públicos involucrados de cualquier modo, por ley o disposición normativa en diligencias y asuntos  con relación a periodistas o comunicadores sociales, será sancionada de acuerdo con la legislación aplicable.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- El presente Acuerdo se publicará en el Periódico Oficial “El Estado de Sinaloa”.

SEGUNDO.- La Subprocuraduría General de Justicia, las Subprocuradurías Regionales de Justicia de las Zonas Centro, Norte y Sur, las Direcciones de Planeación, Desarrollo y Atención Ciudadana, Averiguaciones Previas y Policía Ministerial, las Unidades de Contraloría Interna y Control de Confianza y la Coordinación Administrativa, proveerán lo necesario para el cumplimiento y difusión de este Acuerdo.

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN

Culiacán, Sinaloa, 22 de diciembre de 2004

EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA

DEL ESTADO DE SINALOA

ÓSCAR FIDEL GONZÁLEZ MENDÍVIL
